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Resumen
Este artículo narra el paro de abril de 1992 
que los trabajadores organizados de la Empre-
sa Nacional de Telecomunicaciones (Telecom) 
desataron para protestar contra el intento de 
privatización de esta empresa pública propues-
to por el Gobierno de César Gaviria (1990-
1994), paro que no había sido narrado hasta 
ahora desde una perspectiva histórica. Después 
de matizar el concepto Neoliberalismo, el autor 
se enfoca en los cambios de política económi-
ca y en las nuevas formas de Estado propias de 
los años noventa, dando un breve contexto his-
tórico de las formas predominantes durante la 
segunda mitad del siglo xx. 
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Abstract
This article recounts the April 1992 strike 
that the organized workers of the National 
Telecommunications Company (Telecom) un-
leashed to protest against the privatization 
attempt of this public company proposed 
by the government of César Gaviria (1990-
1994), a strike that so far had not been na-
rrated from a historical perspective. After 
reviewing the concept of Neoliberalism, the 
author focuses on the economic policy chan-
ges and the new forms of state that appeared 
in the nineties, giving a brief historical con-
text of the predominant forms in the second 
half of the twentieth century.
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Resumo
Este artigo narra a greve de abril de 1992 que 
os trabalhadores organizados da Empresa Na-
cional de Telecomunicações (Telecom)  des-
ataram para protestar contra a tentativa de 
privatização desta empresa pública propos-
ta pelo Governo de César Gaviria  (1990-
1994), greve que ainda não foi narrada desde 
uma perspectiva histórica. Depois de ma-
tizar o conceito Neoliberalismo, o autor fo-
ca-se nas  mudanças de política econômica e 
nas  novas formas de Estado próprias dos anos 
noventa, apresentando breve contexto históri-
co das formas predominantes durante a segun-
da metade do século xx.
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Todo mi propósito científ ico parte en efecto de la convicción  

de que solo se puede captar la lógica más profunda del mundo social  

a condición de sumergirse en la particularidad de una realidad 

empírica, históricamente situada y fechada.

Pierre Bourdieu1

22 de abril de 1992: “Estamos en paro”

El paro más grande en la historia de la Empresa 
Nacional de Telecomunicaciones (Telecom) y el 
más fuerte que tuvo Colombia en la última dé-
cada del siglo xx –si se tiene en cuenta su dura-
ción e impacto– estalló el miércoles 22 de abril 
de 1992, en medio de los apagones que habían 
empezado mes y medio atrás y once días antes 
de que se adelantara el reloj una hora en todo 
el territorio nacional2. Fueron siete días de cese 
laboral que delatan, tras la mirada retrospectiva 
propia del presente, que las grandes transforma-
ciones globales de la época habían golpeado ya 
las puertas de los trabajadores, que en su mayoría 
decidieron resistir:

Al no llegar a ningún acuerdo con el Gobierno, esa 
misma noche vía telefónica, el comando de paro im-
partió la orden a cada uno de los coordinadores en 
todo el país de iniciar el paro en las primeras horas 
del día 22 de abril. A las 10:00 a.m, frente al edificio 
principal de Telecom en Bogotá, los trabajadores que 
se habían aglomerado alrededor del equipo de sonido, 
para participar en lo que parecía un mitin más, reci-
bieron el anuncio de la hora cero. […] La mayoría 
sabía qué hacer; cada quien tenía una obligación espe-
cífica para cumplir. Unos, en su área de trabajo; otros, 
en diferentes puntos, controlando puertas y vigilan-
do los diferentes accesos. En minutos, los equipos de 
conmutación, transmisión y electromecánica estaban 
bajo el control de los trabajadores. La noticia se ex-
tendió por todos los rincones de la empresa; hubo 
nervios, risas, euforia, preocupación […]3.

Las puertas de acceso al edificio central de Telecom 
en Bogotá, en la calle 23 con carrera 13, fueron 

1 Pierre Bourdieu, Razones prácticas, sobre la teoría de la acción 

(Barcelona: Editorial Anagrama, 1997), 13.

2 Los apagones fueron los razonamientos eléctricos programados 

por el Gobierno que se iniciaron el 2 de marzo de 1992 y que se 

extendieron por trece meses, es decir, hasta el 3 de abril de 1993. 

Debido a esto, y para aprovechar más la luz natural, el Gobierno de 

César Gaviria decretó el adelanto en 60 minutos de la hora oficial 

colombiana que se hizo efectivo a partir del 3 de mayo de 1992. 

3 Carlos Cely, Telecom: el desangre continúa (Bogotá: Editorial Pre-

gones, 2005), 39.

cerradas con candados y cadenas por represen-
tantes de la organización sindical. Los líderes de 
la huelga, junto a algunos trabajadores, permane-
cieron adentro de las instalaciones custodiando 
la operación. “Estamos en paro”, “Paro indefini-
do. Telecom es Colombia”, “Mientras nos encon-
tremos en paro no habrá atención al público, por 
favor no insista”, “Abajo la entrega de Telecom a 
las multinacionales”, “Vender a Telecom es ven-
der un trozo del corazón de los colombianos”, 
“Gaviria piense con la cabeza, no con el bolsillo”4, 
decían algunos de los letreros que a partir de esa 
mañana adornaron las entradas de acceso del 
edificio principal. Los mensajes por megáfono, 
repletos de arengas contra la privatización de Te-
lecom, inundaron el lugar. 

Muy pronto más y más gente se aglomeró en la Pla-
zoleta de la Comunicaciones, alrededor de la es-
cultura Lanzando la onda del maestro Alejandro 
Obregón, la cual, curiosamente, había sido inau-
gurada en 1973 por el presidente Misael Pastrana 
para conmemorar los treinta años de la naciona-
lización de las telecomunicaciones en Colombia. 

Todo estaba resuelto: comida, botiquín, mantas, bas-
timentos. Se cierran áreas restringidas y se entregan 
equipos e implementos a los delegados del comité de 
paro. Se hacen recolectas de dinero para atender asun-
tos de propaganda y de organización […] Proliferaba 
la actividad a nivel nacional en cada una de los cien-
tos de oficinas de Telecom, haciendo de la huelga un 
acontecimiento invencible5.

Que los equipos y sistemas dejaran de funcionar y 
que los empleados detuvieran su trabajo –unos 
apoyando la protesta, otros por la misma falla en 
las redes– era una situación realmente crítica, so-
bre todo si se tiene en cuenta que por esos años 
Telecom monopolizaba varios servicios de teleco-
municaciones; es decir, era la única empresa que 
se encargaba de las comunicaciones de larga dis-
tancia nacional e internacional, de los servicios de 
télex, telegrafía y transmisión de datos, de la tele-
fonía rural y de parte importante de la telefonía 

4 Estos datos fueron tomados de: Ministerio de Trabajo y Seguri-

dad Social. Acta de constatación hecha por Martha Álvarez y José 

Segura, inspectores séptimo y octavo de la Sección de Trabajo 

e Inspección y Vigilancia de la Dirección Regional de Trabajo y 

Seguridad Social de Cundinamarca. Bogotá, abril de 1992.

5 Gabril Fonnegra y Nelson Osorio, La subasta de Telecom (Bogotá: 

Ediciones Tormenta Tropical, 1992), 95-96.
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local –excluyendo el servicio local que prestaban 
otras empresas. Por esos años el servicio telefóni-
co de Telecom cubría 3.296 localidades que equi-
valían al 49% de los municipios de Colombia. En 
lo internacional, alcanzaba 192 países. El servicio 
telegráfico atendía a 2.558 localidades. En la tele-
fonía local, Telecom hacía presencia por medio de 
sus 12 teleasociadas. En la telefonía rural presta-
ba servicio en 390 municipios pequeños6.

Cuando la orden de paro se extendió desde Bogotá 
a las regionales –Barranquilla, Cúcuta, Cartage-
na, Bucaramanga, Cali, Ibagué, Manizales y Me-
dellín–, en donde se encontraban las estructuras 
administrativas tanto de la empresa como del sindi-
cato, la interrupción de los servicios fue inminente. 

Privatizar Telecom: el proyecto de Ley 033

El paro, decretado por el Sindicato de Trabajado-
res de Telecom (Sittelecom)7 y la Asociación 
de Técnicos de Telecom (att)8, sorprendió al 
 ministro de Comunicaciones Mauricio Vargas 
Linares en el Senado, reunido con miembros de 
la Comisión Sexta –que se encargaba del tema 
de las telecomunicaciones– discutiendo pre-
liminarmente el proyecto de Ley 033 que ese 
mismo día iba a empezar a ser debatido y que 
preveía la venta de Telecom por medio de 

6 R. Natale, “El sector de las telecomunicaciones en Colombia”, en 

Memorias del ix Congreso Nacional de Telecomunicaciones (Bo-

gotá: ETB, 1992).

7 El Sindicato de Trabajadores de Telecom (Sittelecom) fue el sin-

dicato de base de la empresa. Se conformó en 1944 en la anti-

gua Empresa Nacional de Radiocomunicaciones por medio de la 

resolución 243 del Ministerio de Trabajo, Higiene y Previsión Social. 

Desde su creación, el sindicato estuvo influenciado por la Unión de 

Trabajadores de Colombia (utc), organización sindical fundada en 

1946. En 1972 fue expulsado de la utc. Luego, en los años setenta, 

se acercó a la Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia 

(cstc). Se separó de la cstc en 1975. A principios de los ochenta 

alcanzó una gran cercanía con el Movimiento Obrero Independien-

te Revolucionario (moir). En 1998 se fusionó con la Asociación de 

Técnicos de Telecom (att) para formar la Unión Sindical de Tra-

bajadores de las Comunicaciones (ustc). Para la época del paro 

contaban con 7.000 afiliados nacionales, o sea más del 65% de 

los trabajadores de la empresa. López, Eberto, entrevistado por el 

autor, Bogotá, 20 de septiembre y 29 de noviembre, 2009. 

8 La Asociación de Técnicos de Telecom (att) fue la asociación gre-

mial de técnicos que se fundó en 1961 y que solo hasta 1993 se vol-

vió una organización sindical y cambió su nombre a Sindicato de 

Industria de Trabajadores de las Telecomunicaciones (att). En 1998 

se fusionó con Sittelecom para formar la Unión Sindical de Trabaja-

dores de las Comunicaciones (ustc). Para el momento del paro tenía 

más de 1.200 afiliados en todo el país. Lerma, Jorge. Entrevistado 

por el autor. Bogotá, 17 de septiembre y 31 de septiembre, 2009.

subasta pública. Este proyecto hizo las veces de 
“florero de Llorente” para desatar la huelga; es-
cribió el ministro Vargas:

En el proyecto de telecomunicaciones yo había esta-
do trabajando desde antes de ser nombrado ministro, 
ya que a instancias del Presidente me había dedicado 
a estudiar los procesos de privatización y apertura a 
la competencia en este sector que se habían dado en 
Venezuela, Argentina, Chile, México y Perú. El más 
interesante era sin duda el caso mexicano9, pues apar-
te de haber desbloqueado el desarrollo de las teleco-
municaciones en ese país, la venta y desincorporación 
–apertura a la competencia– de Teléfonos de México 
había significado para el fisco mexicano ingresos que 
para entonces se acercaban a los 7 mil millones de 
dólares, que el Gobierno de Carlos Salinas había in-
vertido en compra de deuda externa y en proyectos de 
inversión en el sector social10.

El proyecto 033 fue presentado por el ministro Var-
gas al legislativo el viernes 28 de febrero de 1992, 
atendiendo las exigencias de la recién confeccio-
nada Constitución Política que obligaba al Go-
bierno a radicar proyectos de ley relativos al 
régimen de servicios públicos dentro de los tres 
meses siguientes a la instalación del nuevo Con-
greso de la República. El objetivo del proyecto 
era reestructurar el sector de las telecomunica-
ciones en Colombia y reorganizar el papel del 
Estado en la participación de su prestación. De 
entrada, se planteaban tres ambiciosas metas: tri-
plicar la densidad telefónica en ocho años, mo-
dernizar considerablemente la infraestructura y 
aumentar el cubrimiento del servicio. Para lograr 
estos fines, las tres principales estrategias eran 
la regionalización del sector, la privatización del 
servicio telefónico y la apertura a la competencia. 

De los 107 artículos que componían el proyecto, 
fueron los acápites 70, 71 y 72 los que más lla-
maron la atención de los trabajadores, ya que 
eran los que hacían explícita la transformación 
de Telecom de empresa pública a sociedad anó-
nima –con capacidad de vender acciones o de-
rechos– y planteaban el temido proceso de 
privatización. Según estos artículos se empeza-
ría por hacer un avalúo global de la empresa, 

9 Gabril Székely y Jaime del Palacio, Teléfonos de México: una em-

presa privada (México: Editorial Planeta, 1995).

10 Mauricio Vargas, Memorias secretas del revolcón (Bogotá: TM Edi-

tores, 1993), 237. 
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luego se seguiría con el ofrecimiento del 10% de 
las acciones a los empleados, se continuaría con 
el establecimiento de otro 10% para la creación 
de un fondo de pensiones y servicios médicos 
asistenciales, y se finalizaría con una subasta in-
ternacional del resto de las acciones. 

En la exposición de motivos que acompaña al pro-
yecto 033, se toma la privatización de Tele-
com como una condición imprescindible para, 
además de invertir en los planes sociales men-
cionados en el artículo 71, alcanzar el gran ob-
jetivo de desarrollar las telecomunicaciones en 
Colombia y cumplir las costosas metas arriba 
mencionadas –triplicar la densidad telefónica, 
modernizar la infraestructura y aumentar el cu-
brimiento–: “solo mediante la decisiva vincula-
ción de capital proveniente del sector privado, 
Colombia podrá alcanzar las metas fijadas. Para 
ello es necesario privatizar la Empresa Nacio-
nal  de Telecomunicaciones, lo que constituye 
una de las estrategias del proyecto”11. 

Dicho de otro modo y en palabras de F. J. Navarro, 
presidente de Telecom en ese momento: 

La razón para la propuesta de venta no obedece a una 
crisis financiera […] Se trata de una situación de filo-
sofía económica y política que señala la conveniencia 
de abrir espacios de inversión al capital privado, de 
buscar recursos frescos tanto en el mercado nacional 
como en el internacional para coadyudar al desarrollo 
de las comunicaciones12.

Asimismo, la apertura del servicio a la competencia 
–con la consecuente fragmentación de Telecom 
como monopolio– fue otra estrategia funda-
mental para el desarrollo del sector, que según 
el proyecto requería “de una pluralidad de ope-
radores que ofrezcan una multiplicidad de ser-
vicios adecuados a las diversas necesi dades de 
telecomunicación de los usuarios”13. En esta 
nueva forma, el Estado jugaría otro rol, ya no 
como competidor por medio de una empresa 
adjunta a uno de sus ministerios, sino como re-
gulador del servicio entre privados. 

Según el Gobierno, abrir la prestación del servi-
cio y privatizar eran maneras de democratizar la 

11 Exposición de motivos del proyecto de Ley 033 de 1992, 7. 

12 Francisco Javier Navarro, Hora del cambio, contribución para con-

solidar corporativamente a Telecom (Bogotá: Telecom, 1992), 209. 

13 Exposición de motivos del proyecto de Ley 033 de 1992, 10. 

propiedad de las empresas ya que se eliminaría 
cualquier forma de monopolio y el sector entra-
ría en una dinámica de competencia entre ope-
radores: “Solo en la medida en que las empresas 
operadoras puedan desenvolverse dentro de un 
mercado libre pero ordenado, guiadas por cri-
terios empresariales armonizados con los inte-
reses superiores del sector, pueden afrontar con 
éxito los retos que impone el dinamismo de las 
telecomunicaciones”14. Esta democratización sería 
garantizada por el Consejo Económico del Sector 
de Telecomunicaciones, un ente estatal que se en-
cargaría de regular la competencia entre privados. 

Presentar la privatización como parte de un plan de 
reestructuración para desarrollar las telecomuni-
caciones de inmediato indica la incapacidad, se-
gún el proyecto, que tenía el Estado para seguir 
manejando el sector. De esta manera lo consigna 
otro documento preparado por el Ministerio de 
Comunicaciones para el debate en el Congreso: 

El sector público nacional carece de la capacidad fi-
nanciera para atender la demanda de recursos que una 
significativa expansión del servicio requiere. La inver-
sión mínima se estima en $5.147.8 millones de dóla-
res durante el periodo 1992-2000. Este volumen de 
inversiones afectaría la inversión en otros programas 
de impacto social15.

Pasar de una densidad telefónica de 10 a 30 te-
léfonos por cada 100 habitantes en ocho años, 
como lo recomendaba el proyecto 033 basándo-
se en estudios del Banco Mundial y de la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones (uit), po-
dría costar, según los cálculos del Gobierno, 5 
mil millones de dólares: “En el mundo moder-
no es claro que retos de esta envergadura no 
pueden ser asumidos solamente por el Estado. 
Las inversiones necesarias para lograr estas me-
tas requieren un ritmo de crecimiento que supe-
ra las posibilidades del capital público”16. Según 
esta lógica, el Estado ya no debería involucrar-
se como prestador de ningún servicio de telefo-
nía, sino que sería, más bien, un “regulador fuerte 

14 Exposición de motivos del proyecto de Ley 033 de 1992, 5. 

15 Ministerio de Comunicaciones. Bases para una nueva política 

de gobierno referida a la operación y regulación de los servi-

cios de telecomunicaciones en Colombia. Bogotá, 1992, 2.

16 Exposición de motivos del proyecto de Ley 033 de 1992, 3. 
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e independiente que pueda intervenir vigorosa-
mente en el desarrollo del sector”17. 

Otro argumento recurrente a la hora de justificar su 
privatización fue que Telecom era un monstruo 
burocrático lento y pesado. El exceso de normati-
vidad, los complicados controles para la ejecución 
del presupuesto, las enredadas autorizaciones para 
endeudamiento, los lentos procesos para el mane-
jo de salarios y la descarada injerencia política en 
puestos eran algunos de los vicios de las empre-
sas públicas que no le permitían mayor eficiencia. 
De esta manera lo enunció Francisco Javier Na-
varro, presidente de Telecom, en una intervención 
en la Comisión viii Constitucional Permanente 
del Senado el 3 de octubre de 1990: 

[…] no todo en Telecom es perfecto. Existen proble-
mas de eficiencia. Hay un burocratismo que es con-
secuencia de haber trabajado siempre en la trinchera 
segura del monopolio; hay rigidez institucional, pro-
cedimental, normativa, y un centralismo espantoso 
[…] Existe, y hay que reconocerlo como un problema 
a superar, cierta cultura de la hora extra, la cultura del 
viático. Esa concepción de ‘vaca lechera’; pero esos son 
precisamente los compromisos y desafíos de gerencia, 
no son problemas insuperables18.

Para contrarrestar esto, Telecom debía ser manejada 
por un operador que le impregnara agilidad em-
presarial y precisamente el proceso de reestruc-
turación planteado por el Gobierno pretendía 
dotar a las empresas de telecomunicaciones  de 
mayor eficiencia y flexibilidad para la atención 
de los servicios a su cargo: “la privatización per-
mitirá la atracción de nuevo capital y consolidará 
el proceso de reestructuración para que el opera-
dor pueda comportarse como un empresario, im-
primiéndole toda la eficiencia y dinamismo a la 
prestación de los servicios”19. 

Por último, se decía también que Telecom sería in-
viable debido a la creciente carga laboral y pres-
tacional. Según el ex presidente Navarro20, para 
1990 la empresa contaba con 8.700 pensiona-
dos y el valor actuarial de sus responsabilidades 
ascendía a la monstruosa cifra de 275 mil mi-
llones  de pesos, que representaba más del 60% 

17 Exposición de motivos del proyecto de Ley 033 de 1992, 13.

18 Navarro, Hora del cambio, 173.

19 Exposición de motivos del proyecto de Ley 033 de 1992, 8. 

20 Navarro, Hora del cambio, 175. 

de los 400 mil millones de valor patrimonial 
que Telecom mostraba para ese entonces. Para 
la revista Semana “de seguir Telecom como va, 
en pocos años se podría encontrar en una situa-
ción como la que llevó a la quiebra a los Ferroca-
rriles Nacionales y a Colpuertos”21. Por su parte, 
el ministro Mauricio Vargas lo explicaba así: 

Resulta que la carga laboral, y en especial el pasivo 
pensional, estaban creciendo de manera geométrica 
y estaban devorando mucho más de la mitad de los 
ingresos que debían permitirle a la empresa hacer in-
versiones para el futuro. Varias convenciones colecti-
vas de trabajo pésimamente negociadas en gobiernos 
anteriores habían contribuido a ello al establecer que 
ciertos empleados se jubilaran a una edad considera-
blemente menos a la del promedio de los trabajadores 
colombianos. Un estudio actuarial analizado en aque-
lla época por la junta directiva permitía predecir un 
panorama de catástrofe para mediados de la década22. 

Es interesante observar que estos argumentos pri-
vatizadores y de apertura –la inversión social, la 
necesidad de capital privado para desarrollar el 
sector y triplicar la densidad telefónica, la apertura 
como democratización de la oferta del servicio, la 
falta de eficiencia empresarial y el excesivo costo 
laboral– siempre fueron blindados por lo que ocu-
rría en otras partes del mundo. Las experiencias 
de México, Venezuela y Argentina, que habían 
privatizado el servicio telefónico, mostraban que 
las nuevas corrientes globales habían tocado ya las 
costas de esta parte del mundo y el proyecto de 
Ley 033 no era más que una expresión de ello.

Cambios en las formas de Estado

Para los trabajadores organizados de Telecom lo 
que estaba ocurriendo a principios de los años 
noventa, eso que sentían que los atropellaba, era 
la llegada del neoliberalismo, que se estaba im-
plantando en el país por medio de las políticas 
del presidente César Gaviria. Así lo mostra-
ba, por ejemplo, el punto 8 de la declaratoria de 
paro: “Que el Gobierno, en el afán de imponer su 
política neoliberal a costa de la soberanía y la se-
guridad nacional, se niega a retirar el Proyecto de 

21 “¿Por qué privatizar a Telecom?”, Semana (21 de abril de 1992). 

Consultado en: http://www.semana.com/nacion/articulo/porque-

privatizar-telecom/17429-3. 

22 Vargas, Memorias secretas, 239. 
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Ley 033 para que sin presiones gubernamentales 
se inicie una real y soberana discusión, sobre tan 
delicado tema”23. Gonzalo Díaz, de la att, tam-
bién lo subrayó en un texto escrito desde la cár-
cel, en medio de los nueve meses de reclusión 
que pasaron él y 12 trabajadores de Telecom pro-
ducto de los procesos judiciales que quedaron 
abiertos luego del paro de abril de 1992: 

Desde el 7 de agosto de 1990, cuando se posesionó 
el actual presidente de la República de Colombia 
César Gaviria Trujillo hasta el día de hoy, los tra-
bajadores colombianos han tenido que afrontar una 
de las arremetidas más violentas en el campo labo-
ral, producto de la política neoliberal trazada por el 
Gobierno nacional. Despidos, desmejoras salariales 
y prestacionales, modificación de leyes laborales, son 
solo un fugaz bosquejo de los primeros efectos deri-
vados del capitalismo salvaje24.

¿Qué es el neoliberalismo? parecería ser la pregun-
ta indicada a resolver a continuación. Como 
pasa con todo fenómeno que intenta compren-
der una época, su definición resulta compleja. El 
investigador Darío Indalecio Restrepo realiza un 
ilustrativo repaso por los diferentes significados 
que se le han dado a este concepto. Según Res-
trepo, pueden extraerse principalmente tres sen-
tidos diferentes: primero, el neoliberalismo como 
un principio de política económica que busca 
“acabar con el proteccionismo en los mercados 
internacionales, nacionales, regionales y locales, 
es decir, con los aranceles, impuestos y barreras 
que múltiples regulaciones conducen a perver-
tir el precio real de la producción y circulación 
de las mercancías”25. Segundo, el neoliberalismo es 
un conjunto de políticas económicas que se ba-
san en el famoso Consenso de Washington26 y 

23 Declaratoria de paro, punto 8. 

24 Trabajadores desde la cárcel. El aberrante caso de los trabaja-

dores de Telecom, 6 meses en la cárcel modelo. Bogotá, sep-

tiembre 1993, 2.

25 Darío Indalecio Restrepo, “De la falacia neoliberal a la nueva políti-

ca”, en La falacia neoliberal. Crítica y alternativas, ed. Darío Indale-

cio Restrepo (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2003), 19. 

26 Se le denomina Consenso de Washington al conjunto de políticas 

y reformas económicas formuladas en una reunión en noviembre 

de 1989 en Washington que contó con la participación de fun-

cionarios del Banco Mundial, del Fondo Monetario Internacional, 

del Banco Interamericano de Desarrollo, miembros del Gobierno 

y del Congreso de Estado Unidos, think tanks de política económi-

ca e intelectuales y tecnócratas de diversas partes del mundo. La 

reunión tenía como objetivo formular recomendaciones para im-

pulsar el crecimiento en países como los latinoamericanos. John 

que incluyen reformas como la liberalización co-
mercial y financiera, la lucha contra la inflación, 
la reducción del déficit fiscal, las privatizaciones 
y la flexibilización de las relaciones laborales. Se-
gún esta definición, se debían implementar po-
líticas que procuraran desmontar las barreras 
arancelarias para permitir la libre circulación de 
las inversiones, el comercio y el consumo, res-
tringir la participación del Estado en la econo-
mía con el objetivo de reducir el gasto público 
y el déficit, privatizar las empresas estatales que 
no funcionaran según el principio de rentabili-
dad y, por último, insertar movilidad en el mer-
cado laboral27. Tercero, se define el neoliberalismo 
como una ideología o conjunto de valores, en el 
que versiones actualizadas y más radicales del in-
dividualismo, la libertad personal y la propiedad 
privada se ven como necesarias para fundar una 
sociedad más justa. Generalmente esta ideología 
termina por expresar acciones concretas en la so-
ciedad basándose en máximas como la eficiencia, 
la rentabilidad, la autofinanciación y la expresión 
de los precios reales. En términos generales, la 
doctrina neoliberal tendería a desconfiar de la re-
gulación estatal ya que esta coarta la libertad de 
los individuos y del mercado28.

Hay otro sentido más amplio de neoliberalismo. En 
la clase del 21 de marzo de 1979 de su curso Na-
cimiento de la Biopolítica, Michel Foucault sos-
tiene que en el neoliberalismo norteamericano, la 

Williamson, El cambio en las políticas económicas de América La-

tina (México D.F.: Gernika, 1991).

27 Este segundo sentido es el que señala Ahumada: “Entre finales 

de los años ochenta y comienzos de los noventa, prácticamen-

te todos los países latinoamericanos adoptaron los programas 

de estabilización y de ajuste estructural prescritos por el Fondo 

Monetario Internacional. Estos programas están basados en el 

paquete de reformas económicas y políticas que caracterizan 

el modelo neoliberal: apertura completa de las economías a los 

mercados y al capital internacional, recorte del gasto público y 

eliminación de los subsidios sociales, privatización de las em-

presas estatales y, en general, el establecimiento del clima más 

propicio para la inversión extranjera”. Ver: Consuelo Ahumada, El 

modelo neoliberal y su impacto en la sociedad colombiana (Bo-

gotá: El Áncora Editores, 1998), 13.

28 Este tercer sentido es señalado por S. Kalmanovitz: “La ideolo-

gía neoliberal alcanzó mayor raigambre durante los años setenta, 

cuando estudiantes colombianos de las universidades de Chi-

cago, mit, Rice, Stanford y California encontraron acogida en la 

 fundación privada Fedesarrollo, la Universidad de los Andes, 

la Asociación Bancaria y el Banco de la República.”. Ver: Salomón 

Kalmanovitz, Economía y nación. Una breve historia de Colombia 

(Bogotá: Norma, 2006), 471. 
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técnica de Gobierno liberal inspirada en el pen-
samiento de la Escuela Económica de Chica-
go29, hubo una generalización de la forma empresa 
en la totalidad del cuerpo social. Ya no se tra-
ta de un individuo anclado a una multiplicidad 
de empresas en medio de un juego de compe-
tencias que garantiza el Gobierno, como lo pro-
ponía el ordoliberalismo alemán30, sino que para el 
neoliberalismo norteamericano el individuo es un 
empresario de sí mismo. En ese sentido, el neo-
liberalismo tiene que ver con teorías, ideologías 
o principios  económicos, pero también con ra-
cionalidades e intimidades. El neoliberalismo ter-
mina siendo el fundamento de inteligibilidad 
de la sociedad misma basado en la forma empre-
sa. Esta definición foucaultiana es investigativa-
mente muy ambiciosa ya que habría que tomar 
todos los ámbitos no económicos (incluso la inti-
midad de los individuos) para ver cómo la racio-
nalidad empresarial los ha transformado. 

Contrario a las posiciones descritas por Restre-
po –el neoliberalismo como principio económico, 
como conjunto de políticas económicas y como 
ideología– y a la posición foucaultiana, Jorge 
Iván González asegura que algo como el neolibe-
ralismo no existe: 

Lo neoliberal es un discurso inconsistente, sin esta-
tuto teórico propio y sin solidez analítica. A partir de 
este cuerpo informe, ambiguo y maltrecho, no se de-
riva una propuesta clara en el campo de la política 
económica. De allí se desprenden ideas descontex-
tualizadas y enunciados panfletarios, profundamente 
ideologizados, que en manos de las tecnocracias na-
cionales e internacionales, se han convertido en un 
instrumento de lucha a favor de algunos principios 
políticos conservadores. Lo neoliberal no es un mo-
delo. En el mejor de los casos, es un vademécum de 
frases sueltas que son utilizadas por políticos tecnó-

29 La Escuela Económica de Chicago fue una escuela de pensamiento 

económico surgida en los años cincuenta en la Universidad de Chi-

cago y encabezada por economistas como Milton Friedman y Arnold 

Harberger. Foucault analiza sobre todo los textos del economista 

estadounidense Gary Becker. Esta escuela influenció a los Chicago 

Boys, un grupo de economistas chilenos educados en dicha escuela 

en los setenta que tuvieron impacto en las reformas económicas en 

Chile a principios de la dictadura de Augusto Pinochet. 

30 El ordoliberalismo alemán, impulsado por la Escuela de Friburgo, 

propuso lo que podríamos llamar como la sociedad empresa. Para 

los ordoliberales, los gobiernos debían organizar a las sociedades 

conforme a la Gesellschaftpolitik, es decir a una política social 

orientada a la constitución de un mercado que tuviera como ca-

racterística primordial la creación y preservación de una estruc-

tura competitiva entre empresas. 

cratas y banqueros para justificar decisiones políticas 
y consolidar relaciones de poder31.

Si se delimita la investigación a los fueros del Esta-
do, como pretendemos en este artículo, se podría 
tomar el neoliberalismo como concepto válido, 
al menos parcialmente, para comprender este 
momen to histórico. Este artículo pretende sos-
tener una hipótesis doble: primero, en los años 
noventa se implementaron un conjunto de nove-
dosas políticas económicas que reestructuraron 
varios sectores estatales como el de las telecomu-
nicaciones, políticas económicas que se basaron 
en un principio aperturista. Segundo, para esos 
años se puede ver una nueva forma o un nuevo 
fundamento del Estado que pasa de prestar ser-
vicios monopolizados por medio de sus empresas 
públicas a ser regulador de la competencia entre 
empresas privadas. En este sentido matizado es 
que podríamos hablar de neoliberalismo. Contex-
tualicemos cada punto. 

Para los noventa el cambio del principio de las polí-
ticas económicas que se estaba efectuando fue el 
paso de la sustitución de importaciones a la apertu-
ra. La sustitución de importaciones, en tanto políti-
cas inspiradas en los postulados de la escuela de 
la Comisión Económica para América Latina 
de las Naciones Unidas (cepal), fueron imple-
mentadas desde los años cincuenta en Colombia 
con el fin de profundizar el proceso de indus-
trialización y enfilarse en la ruta del desarrollo. 
En la República Liberal (1930-1946) se formó 
un discurso de intervención estatal acompaña-
do de la industrialización como eje de desarrollo, 
pero sin ninguna estrategia que lo acompañara. 
Para comienzos de la segunda posguerra mun-
dial ese discurso ya era, como dice el historiador 
José Antonio Ocampo, una verdadera “ideología 
nacional”32 que se concretó a finales de los cua-
renta en una concepción de desarrollo formulada 
por la cepal. La sustitución de importaciones bus-
có reducir las importaciones de bienes interme-
dios y de consumo durable, por medio del alza 
de aranceles para reemplazarlas con producción 

31 Jorge Iván González, “No hay falacia neoliberal”, en La falacia 

neoliberal. Crítica y alternativas, ed. Darío Indalecio Restrepo 

(Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2003), 100.

32 José Antonio Ocampo, Historia económica de Colombia (Bogotá: 

Planeta, 2007). 
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nacional, proceso que presumía el fortalecimien-
to del mercado interno, que era un requisito 
central para el desarrollo. Según G. Misas, las es-
trategias fundamentales fueron dos: la elevación 
de los niveles de protección para los bienes pro-
ducidos localmente, asunto que empezó a ocu-
rrir con la ley arancelaria de 1951, y la creación, 
a través de la política monetaria, de mecanismos 
de crédito para financiar la acumulación de ca-
pital, punto que comenzó a desarrollarse desde 
1950 con los créditos de fomento que el Ban-
co de la República ofreció a los sectores manu-
facturero y agrario. En Colombia, la sustitución 
de importaciones como política estatal se concretó 
solo a partir del Frente Nacional. Kalmanovitz33 
constata la manera como los distintos Gobier-
nos frentenacionalistas, asesorados por la cepal 
y el Banco Mundial, tuvieron una actitud más in-
dustrializante que demostraron con el encausa-
miento de la sustitución de importaciones y con 
el auge de la planificación.

Aunque Misas y González reconocen el crecimien-
to económico durante los cuarenta años en los 
que dominó esta política de sustitución de impor-
taciones, que siempre fue positivo (entre 3 y 6%) 
y cómo Colombia experimentó la menor tasa de 
inflación promedio anual así como la tasa anual 
promedio de crecimiento más elevada en Lati-
noamérica con la menor fluctuación y volatili-
dad. Sin embargo, también hablan de múltiples 
fallas, como la precariedad de la infraestructura 
vial, la distribución desigual del ingreso, la ina-
movible estructura de la propiedad agraria y la 
conservación de sus respectivas rentas, lo que ex-
cluyó de los beneficios a grandes capas de la po-
blación no vinculadas al sector moderno de la 
economía. De ahí la tesis crítica de Misas sobre 
el carácter industrializante y a la vez antiindus-
trializante de este tipo de políticas sustitutivas. 

Es en la década de los setenta cuando por primera 
vez se comienza a generalizar la idea de una ma-
yor apertura externa. Según Misas,

[…] la primera vez que se habló de apertura seriamen-
te en Colombia fue en el Gobierno de Alfonso López 
entre 1974 y 1978. En agosto del 74 prácticamente a 
diciembre del 75, el discurso gubernamental era sobre 

33 Kalmanovitz, Economía y nación.

la apertura económica y trató de hacerla, eliminó y bajó 
aranceles y las provisiones, lo hizo mal, lo hizo aran-
cel  por capítulo, en consecuencia, rápidamente hubo 
un proceso muy interesante que fue unanimidad de 
todos los gremios en contra del proceso de apertura34.

A partir de esos años se presentó una articulación di-
ferente al mercado internacional que propuso se-
guir una política de estímulos a través de subsidios 
a las exportaciones. En ese momento se combinó 
una política de promoción de exportaciones35, que 
permitió aumentar los bienes exportados, con la 
de sustitución de importaciones, que mantenía los 
altos niveles de protección y control de cambios. 
La apertura externa de los setenta se intensificó 
mucho más a principios de los noventa. Con el 
Gobierno de César Gaviria se puede afirmar que 
el proceso de sustitución de importaciones se des-
acelera, se abre la economía y las barreras al co-
mercio que se habían tratado de mantener para 
proteger la industria nacional se eliminan. En los 
noventa es cuando podemos constatar cómo el 
principio de política económica cambia. 

La apertura, la política económica generalizada en 
el Gobierno de Gaviria, se materializó en gran-
des reformas: la reforma a la inversión extranje-
ra, la reforma comercial, la reforma financiera y 
la reforma cambiaria hicieron parte del paquete 
que le daba sustento a la Apertura. R. Hommes, 
ministro de Hacienda por aquella época, clasifi-
ca estas reformas en cinco: primero, las que libe-
raron los mercados de bienes, trabajo y capitales 
en los que estuvieron las reformas laboral, cam-
biaria, financiera y el nuevo régimen de inversión 
extranjera. Segundo, las que están dirigidas a re-
formas instituciones para transformar la admi-
nistración macroeconómica del país, como por 
ejemplo la reforma del Banco de la  República. 
En tercer lugar, las que pretendieron modifi-
car las instituciones de salud y seguridad social 
para ampliar la cobertura. El cuarto paquete de 
reformas estuvo en el área administrativa de las 
entidades públicas; aquí se pueden contar aspec-
tos como las privatizaciones y los cambios le-
gislativos que se llevaron a cabo para hacer más 

34 Gabril Misas, “De las sustitución de importaciones a la apertura eco-

nómica”, en Desarrollo económico y social en Colombia siglo xx, ed. 

Gabriel Misas (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 1998), 127. 

35 Kalmonovitz, Economía y nación, 474.
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eficiente la administración pública. En este pun-
to fue importante el ingreso del sector privado 
a la prestación de servicios públicos (Ley 142)36 
para liberar actividades que tradicionalmente ha-
bían sido capturadas por el Estado. Por último, 
están las encaminadas a la descentralización ad-
ministrativa y financiera del Estado colombiano. 

Según el ex ministro de Hacienda, todas estas re-
formas “cambiaron las reglas del juego del que-
hacer económico y significaron una profunda 
ruptura con las tradiciones, convenciones e ins-
tituciones económicas del pasado. El objetivo de 
estas reformas fue instaurar un modelo de eco-
nomía abierta, competitiva”37. Al respecto dice el 
Plan de Desarrollo del Gobierno de Gaviria:

En la campaña electoral le propusimos al país un pro-
fundo revolcón a nuestra economía. Esto es indispen-
sable por cuanto nuestro viejo modelo de desarrollo 
proteccionista y cerrado ya no es capaz de garantizar 
un ritmo de crecimiento adecuado. Nuestra economía 
tampoco está en condiciones de proveer los niveles 
de bienestar y de empleo que requiere la sociedad co-
lombiana del presente y del futuro […] Hemos em-
prendido un esfuerzo de grande dimensiones para mo-
dernizar e internacionalizar la economía colombiana. 
Vamos a abrir nuestro sistema productivo para hacerlo 
más eficiente y más competitivo. Vamos a conquistar 
el mundo con nuestras exportaciones. Queremos que 
los mercados externos sean, de ahora en adelante, una 
fuente primordial de dinamismo y de bienestar social38.

Para J. I. González, a pesar de que “la sustitución 
de importaciones no es posible sin un cierto 
nivel de apertura. De la misma manera que la 
apertura no se consolida si el mercado interno 
está resquebrajado”39, la sustitución de impor-
taciones y la apertura responden a dos formas 
de concebir el Estado distintas. En la época de 
la apertura el Estado pasó de operador y mo-
nopolizador en la economía por medio de em-
presas públicas a ser regulador y gestionador de 

36 Congreso de la República de Colombia. Ley 142 de 1994. Por la 

cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios 

y se dictan otras disposiciones.

37 Rudolf Hommes, “La apertura y las reformas económicas”, en La 

Nueva Historia de Colombia Tomo viii, ed. Álvaro Tirado Mejía (Bo-

gotá: Planeta, 1989), 82. 

38 Presidencia de la República de Colombia, La revolución pacífica. 

Modernización y apertura de la economía (Bogotá: DNP, 1991), 11. 

39 Jorge Iván González, “Entre la sustitución de importaciones y la 

apertura económica”, en Desarrollo económico y social en Colombia 

siglo xx (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 1998), 422.

escenarios de competencia mínimamente leales. 
Veámoslo mejor. 

El proceso de nacionalización de las telecomunica-
ciones y la creación de Telecom se produjo en 
plena República Liberal. De este complejo pe-
riodo es resaltable el surgimiento de lo que José 
Antonio Ocampo40 llama intervencionismo esta-
tal moderno, intervencionismo que podría ayu-
dar a contextualizar la creación de un monopolio 
como Telecom en los años cuarenta. En Orden 
y violencia Daniel Pécaut41 extrae dos significa-
dos de intervencionismo estatal: primero, el in-
tervencionismo como proteccionismo, en el cual 
la economía se encuentra primordialmente ins-
crita en lo político y el capital debe luchar con 
el amparo del Estado. El segundo sentido ubi-
ca al intervencionismo en un ámbito social, en el 
que las políticas estatales buscan corregir el des-
fase entre el trabajo y el capital y en el que se 
procura limitar el derecho de propiedad para es-
tablecer un equilibrio entre individuo y empre-
sa que beneficie el bien común. Probablemente 
estos sentidos no se dieron por completo en el 
terreno práctico, afirma el sociólogo francés; sin 
embargo, lo que importa resaltar es el nuevo pa-
pel –así sea parcial– que comienza a tener el Es-
tado a partir de la República Liberal.

Esta forma de Estado que surgió con la Repúbli-
ca Liberal es justamente la que se trata de des-
montar en los años noventa. La visión de Estado 
de la sustitución de importaciones estuvo carac-
terizada  por la intervención estatal en la eco-
nomía  para garantizar mínimos de bienestar 
social en la población. Según el profesor inglés 
B. Jessop42, la forma de Estado de la posgue-
rra generali zada sobre todo en los países de Eu-
ropa y Estados Unidos parte de la base de que 
la economía tiende al desequilibrio (la econo-
mía por sí misma no garantizará beneficios so-
ciales como el pleno empleo) y por eso se hace 
necesaria la intervención y direccionamiento del 

40 José Antonio Ocampo, “La crisis muncial y el cambio estructural”, 

en Historia económica de Colombia, ed. José Antonio Ocampo 

(Bogotá: Planeta, 2007), 242. 

41 Daniel Pécaut, Orden y violencia. Evolución sociopolítica de Co-

lombia entre 1930 y 1953 (Bogotá: Editorial Norma), 2006.

42 Bob Jessop, Crisis del Estado de Bienestar. Hacia una nueva teoría 

del Estado y sus consecuencias sociales (Bogotá: Siglo Veintiuno 

Editores, 1999).
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mercado. En una manera de rastrear esta forma 
de Estado en Colombia, el historiador económi-
co Óscar Rodríguez43 analiza la introducción de 
la seguridad social. Según Rodríguez, la visión del 
seguro que cobija a toda la población y la univer-
salización de los derechos sociales como promo-
tores de un concepto de la ciudadanía44 son algo 
característico del Estado de mitad del siglo xx. 
No es una coincidencia que el Instituto Colom-
biano de Seguros Sociales y la ley general que 
dio vía libre a la seguridad social por primera vez 
en Colombia se hubiera promulgado en 1946 en 
un principio únicamente con seguros médicos y 
veinte años después con seguros económicos. Por 
supuesto, este Estado nunca logró la universali-
zación del sistema de aseguramiento y tampo-
co pudo menguar la condición de pobreza, por lo 
que para Rodríguez es muy problemático hablar 
de algo como un Estado de bienestar colombiano. 

Para los años noventa se puede ver un cambio en la 
forma de Estado, en los principios mismos que 
lo envuelven. Ocampo45 afirma que, con la llega-
da de Gaviria, se presentó un hecho paradójico: 
por un lado, la Constitución reclamó más Estado 
para superar la crisis institucional y social, y por 
otro, el Plan de Desarrollo “La Revolución Pací-
fica” propuso menos Estado para corregir el exce-
sivo intervencionismo estatal que por años había 
acogido a sectores estratégicos. Con más Estado 
Ocampo se refiere a que el tamaño del Estado 
era muy pequeño en comparación con las fun-
ciones que debía asumir en áreas como la jus-
ticia, la educación o la seguridad. El más Estado 
estuvo enmarcado en la ampliación del gasto pú-
blico para solventar el énfasis del desarrollo so-
cial. Con menos Estado, en cambio, Ocampo está 
hablando de la imperativa necesidad de elimi-
nar la acción del Estado en sectores estratégicos 
que antes manejaba el fuero público, para im-
primirles la eficiencia propia del sector privado 
y, con esto, propiciar la competencia como ini-
gualable escenario de productividad y desarro-
llo. En esta línea es claro que la Constitución de 

43 Óscar Rodríguez, “La difícil consolidación de un Estado de Bien-

estar”, en Desarrollo económico y social en Colombia siglo xx (Bo-

gotá: Universidad Nacional de Colombia, 1998), 227. 

44 Rodríguez, “La difícil consolidación”.

45 José Antonio Ocampo, “Reforma del Estado y desarrollo económi-

co y social en Colombia”, Análisis político 17, 1992. 

1991 permitió la participación del sector privado 
en espacios que tradicionalmente había maneja-
do lo público. Este es, sin duda, el viraje que más 
nos importa de los que se dan a principios de los 
noventa, viraje en el que la intención interven-
cionista de la República Liberal, que había em-
pujado la formación del monopolio de Telecom y 
que estuvo impregnado en los derroteros del Es-
tado durante largo tiempo, parecía desaparecer. 

Para Jessop, el tipo de Estado que entra en juego a 
final del siglo xx es caracterizado por el mejo-
ramiento de la competitividad estructural de las 
economías abiertas y la subordinación de la polí-
tica social a las exigencias de flexibilidad del mer-
cado de trabajo y de competitividad estructural. 
Así, para esta forma de Estado finisecular, que se 
empeña en fomentar la competencia, es funda-
mental una política como la apertura. Por ejemplo, 
la eliminación de las restricciones a la inversión 
extranjera, establecidas desde 1967, la liberaliza-
ción comercial o la eliminación de los monopolios 
públicos a través de las privatizaciones colabora-
ron en ese sentido. Según Salomón Kalmanovitz, 
el Gobierno de Gaviria hizo de la competencia su 
“demiurgo” e hizo de la eficiencia y la eficacia en 
el gasto público sus principales derroteros. 

Pareciera que el proceso de privatización de los años 
noventa es inversamente proporcional al proceso 
de nacionalización de los cuarentas. En el caso de 
las telecomunicaciones es claro cómo los cambios 
de ambos periodos históricos son similares y con-
trarios a la vez. A finales del siglo xx se presentó 
un movimiento que pretendió desmontar la for-
ma de Estado impuesta en mitad del mismo siglo. 

Hacia la apertura de las telecomunicaciones

El primer paso se dio el 20 de diciembre de 1989, a 
pocos meses de la finalización del Gobierno de 
Virgilio Barco. Ese día, el Congreso expidió la 
Ley 7246 que, por primera vez en varias décadas, 

46 Ley 72 de 1989 planteaba la necesidad de adoptar una nueva po-

lítica general para el sector y le daba facultades extraordinarias 

por un plazo de ocho meses al Presidente de la República para 

que fusionara o suprimiera las entidades adscritas al Ministerio 

de Comunicaciones, creara nuevas entidades que tuvieran a su 

cargo la prestación de determinados servicios y dictara las dispo-

siciones para comenzar con los procesos de descentralización y 

desconcentración del sector.
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abrió el camino hacia una reestructuración sensi-
ble en el sector de las telecomuni caciones. Ocho 
meses después, el 19 de agosto de 1990, el recién 
posesionado César Gaviria expidió los decretos 
1900, 1901, 1902 y 1903 que reglamentaban la 
Ley 72. Estos decretos fueron el segundo paso 
hacia la apertura del sector y la desmonopoliza-
ción de los servicios. Especialmente el Decreto 
1900 fue el que más preocupó a los trabajado-
res de Telecom ya que allí se planteaba, de ma-
nera directa, que operadores privados podrían 
entrar a prestar algunos servicios de telecomuni-
caciones en libre competencia mediante conce-
sión, de acuerdo con la figura de servicio de valor 
agregado. Formaban parte de estos servicios el te-
lefax, el publifax, el teletex, el videotex, el datafax, 
el correo electrónico, la transferencia electrónica 
de fondos, el acceso y envío de información al-
macenada, la radiodifusión sonora, la televisión, 
los servicios portadores y la telefonía, entre otros. 

Después vino el proyecto de Ley 033 de 1992 que 
precipitó el gran paro de ese año. Para cuando el 
Gobierno presentó el proyecto 033 al Congreso, 
el 28 de febrero de 1992, la nueva Constitución 
de Colombia ya había sido promulgada diez me-
ses atrás, el 4 de julio de 1991. Esto último fue 
importante porque el propio marco constitucio-
nal contemplaba la abolición de la forma mono-
polio en el uso del espectro electromagnético y 
en la prestación de servicios públicos –dentro de 
los que se encuentran las telecomunicaciones–, y 
también autorizaba la inclusión de privados en la 
prestación de servicios públicos. 

Como el paro de 1992 fue exitoso, Telecom no 
pudo ser privatizada en ese año. Sin embargo, el 
camino hacia la apertura del sector continuó. El 
siguiente paso fue la telefonía móvil celular y los 
contratos joint ventures o contratos de asociación 
a riesgo compartido. La Ley 37 de 199347 abrió 
la puerta para que operadores privados o mixtos 
entraran a prestar el nuevo servicio de telefonía 
celular. Al final del largo proceso licitatorio, en 
enero de 1994, el Ministerio de Comunicaciones 
determinó que las compañías privadas Celumóvil 

47 Congreso de la República de Colombia. Ley 37 de 1993. Por la cual 

se regula la prestación del servicio de telefonía móvil celular, la 

celebración de contratos de sociedad y de asociación en el ámbi-

to de las telecomunicaciones y se dictan otras disposiciones.

S.A, Cocelco y Celumóvil de la Costa S.A, y las 
empresas de economía mixta Comcel S.A, Occel 
y Celcaribe serían las seleccionadas para prestar 
el servicio en las tres zonas en que fue dividi-
do el país (Costa Atlántica, Occidente y Centro 
Oriente). Las firmas privadas y mixtas contaron 
con el respaldo de los emporios económicos más 
grandes del país, el Grupo Santodomingo, Ba-
varia y el grupo Sarmiento Angulo. La misma 
Ley 37 de 1993 propuso otra manera de seguir 
abriendo el sector: los joint venture o contratos de 
asociación a riesgo compartido. El artículo 9 plan-
teaba que las entidades adscritas al Ministerio de 
Comunicaciones que prestaran servicios de te-
lecomunicaciones tenían autorización para aso-
ciarse con terceros con el fin de contar con mayor 
financiación a la hora de incrementar la densi-
dad telefónica, mejorar la infraestructura o mo-
dernizar la tecnología. La idea era, sin privatizar 
ninguna empresa, encontrar en el capital privado 
la forma de costear los proyectos más ambicio-
sos. Durante la década de los noventa, Telecom 
firmó  19 joint venture con empresas extranje-
ras como Alcatel, Nortel, Siemens y Ericcson. 
En los joint ventures las empresas extranjeras se 
encargaban de realizar las proyecciones del plan 
en cuestión y de poner la totalidad de la inver-
sión, y Telecom, por su parte, atendía la opera-
ción, el recaudo y el mantenimiento de la red. El 
riesgo consistía en que, si al final del contrato la 
demanda (líneas vendidas)  había sido inferior a 
las proyecciones, Telecom debía compensar a las 
asociadas lo que faltara, pero si habían sido supe-
riores, las empresas extranjeras eran las que te-
nían que resarcir a Telecom. El número de líneas 
instaladas y vendidas no correspondió a las pro-
yecciones hechas por los asociados en los con-
tratos y el desfase fue gigantesco ya que solo se 
logró vender el 60% de las líneas esperadas. 

Por último, hubo otras dos reglamentaciones que 
terminaron de abrir el sector de las telecomuni-
caciones: la Ley 142 de 1994 y el Decreto 2542 
de 199748. La Ley 142 estableció el marco de 

48 Presidencia de la República de Colombia. Decreto 2542 de 1997. 

Por medio del cual se reglamenta el proceso de concesión de li-

cencias para establecimiento de operadores del servicio de Tele-

fonía Pública Básica conmutada de Larga Distancia (TPBCLD) y se 

dictan otras disposiciones.
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competencia para los servicios públicos domi-
ciliarios: acueducto, alcantarillado, aseo, energía 
eléctrica, distribución de gas combustible y te-
lefonía. La ley establecía claramente que opera-
dores privados podían entrar a competir en los 
servicios de telefonía básica conmutada, es decir, 
en telefonía local, telefonía móvil rural y telefonía 
de larga distancia nacional e internacional. Con 
esta ley, se abría la posibilidad para que otras em-
presas entraran a competir en el mercado de te-
lefonía de larga distancia, servicio que había sido 
monopolizado por la empresa estatal desde los 
años cuarenta, y que representaba la base de in-
gresos de Telecom. Además, la ley contemplaba 
la creación de “comisiones de regulación” como 
entes independientes del Ministerio de Comu-
nicaciones para que fueran estas las encargadas 
de establecer las reglas de juego de los sectores. 
Al de las telecomunicaciones le correspondió la 
Comisión de Regulación de Telecomunicaciones 
(crt), que se encargaría de reglamentar la pres-
tación de los servicios y del estado de las redes, 

conceder licencias a los nuevos operadores de 
larga distancia y vigilar el normal cobro de las ta-
rifas. Aunque las empresas públicas podían se-
guir prestando los servicios, era claro que al no 
tener ya la exclusividad, el Estado empezaría a 
asumir cada vez más un nuevo rol: ya no tanto 
como operador, sino como regulador del sector 
y de sus operadores en competencia. Tres años 
después, luego de largos pleitos legales inter-
puestos por empresas de telefonía local para dila-
tar la licitación y poder entrar a participar, la crt 
expidió las resoluciones 08649, que reglamentaba 
el proceso de concesión de licitaciones, y 08850, 
que fijaba el valor de la licencia para los nuevos 
operadores, resoluciones que fueron recogidas en 

49 Comisión de Regulación de Telecomunicaciones. Resolución 086 de 

1997. Por medio de la cual se reglamenta el proceso de concesión 

de licencias para el establecimiento de operadores del servicio de 

Telefonía Pública Básica Conmutada de Larga Distancia (tpbcld). 

50 Comisión de Regulación de Telecomunicaciones. Resolución 088 

de 1997. Por medio de la cual se establece el valor inicial de la 

licencia a cobrarse a los nuevos operadores del servicio tpbcld.

Cuadro 1.

Fuente: Mariana Lloreda Garcés, De Telecom a Colombia Telecomunicaciones: la liquidación y transformación de un monopolio estatal (Bogotá: Uniandes, 2008), 52.
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el Decreto 2542 de 1997. Meses después, a prin-
cipios de 1998, la Empresa de Telecomunicacio-
nes de Bogotá (etb), con el 005, y Orbitel, con el 
007, entraron como nuevos operadores de telefo-
nía de larga distancia nacional e internacional a 
competirle a Telecom. 

En menos de diez años el sector había cambiado de 
forma radical. El camino recorrido desde la Ley 
72 de 1989, que puso las bases de la apertura, 
hasta el Decreto 2542 de 1997, que reglamentó 
el proceso de licitación para nuevos operadores 
de larga distancia, es un buen ejemplo de cómo el 
Estado, mediante decretos y leyes, puso en prác-
tica la famosa política de apertura (ver cuadro 1). 

Resistir, combatir

A partir del 22 de abril de 1992, y por siete días más, 
el país quedó incomunicado. Cuenta el diario El 
Tiempo en su edición del 24 de abril que solo 
en los dos primeros días de paro “se habían de-
jado de hacer cerca de 2.4 millones de llama-
das nacionales y 273.000 de larga distancia”51. El 
presidente de la empresa, Francisco Javier Na-
varro, afirmó que las dos centrales de larga dis-
tancia nacional y la central internacional habían 
quedado bloqueadas, restringiendo casi la tota-
lidad de las llamadas hacia el exterior y también 
en todo el país, debido a que diez discos duros 
habían sido borrados, cuarenta discos de archi-
vo o back up habían desaparecido y no podían 
conseguir las contraseñas de acceso de algunos 
equipos. Navarro afirmó en una intervención en 
la Comisión Sexta: “La situación puede agra-
var como consecuencia de los razonamientos de 
energía, debido a que muchas de las 240 repeti-
doras con que Telecom opera alrededor del país 
en este momento están sostenidas fundamental-
mente con plantas de emergencia”52. 

Solo la telefonía local prestada por otras empresas 
funcionaba normalmente. Según El Tiempo, 

El propio Gobierno, los medios de comunicación, las 
empresas aéreas, la hotelería, el turismo, la industria, el 
comercio y en general la vida cotidiana de todos los co-
lombianos ha sido afectada por el paro de Telecom, que 

51 “Colombia pierde $40.000 millones por día”, El Tiempo, Bogotá, 

24 de abril de 1992, sección Información General.

52 Navarro, Hora del cambio, 217.

dejó al país totalmente incomunicado internamente y 
sin posibilidades de conexión alguna con el exterior53.

Todo esto para no hablar del sector financiero, en el 
que se paralizaron las transacciones bancarias y 
solo siguieron funcionando 378 cajeros electró-
nicos –la mayoría de ellos en Bogotá y Medellín– 
de los 710 que existían nacionalmente54. Eberto 
López, presidente de Sittelecom, afirma:

A mí me tocó la responsabilidad y el honor de dirigir 
la huelga de 1992. […] Nosotros nos la pasábamos 
en reuniones con miembros de la junta directiva de 
la empresa, con ex presidentes de la empresa, con vi-
cepresidentes, con alcaldes o con gente del Congreso, 
pero nos mandaban con las manos vacías porque la 
única propuesta que nos hacían era que levantáramos 
el paro para poder conversar si Telecom se vendía o 
no, y pues eso ya lo habíamos conversado durante 
dos años en una mesa de diálogo. Creo que hubo una 
coyuntura que nos ayudó mucho que fue el apagón: 
imagínese este país incomunicado y fuera de eso a las 
7 de la noche quedaba a oscuras, eso era una locura55.

La euforia inicial de los trabajadores se transformó 
en desespero. No se veía venir una solución. Sin-
dicatos y centrales que habían anunciado su res-
paldo al cese laboral en realidad no se sumaron 
formalmente. A medida que el tiempo corría la 
situación parecía tornarse en crisis. Como afirma 
Rafael Baldovino, de Sittelecom: “Eso se puso 
pesado. […] Yo dormía acá, mañana allá, pasado 
mañana allá. Éramos objeto de seguimientos por 
parte de los organismos de inteligencia. Todos 
dormíamos en sitios distintos”56. Como lo reco-
noce Carlos Cely, realmente las dimensiones que 
estaba tomando el paro asustaban, sobre todo si 
se tiene en cuenta que las consecuencias econó-
micas del paro para comerciantes, entidades fi-
nancieras e industriales eran impresionantes. 
Los periódicos hablaban de pérdidas diarias de 
50 mil millones de pesos, “Y, ni modos de pensar 
en una pronta solución, ya que ninguna parte lla-
maba a la otra; no aparecían intermediarios; nada 
de ‘embajadores de buena voluntad’; era una lu-
cha a muerte por vencer, por resistir”57.

53 “Con velas y sin llamadas”, El Tiempo [Bogotá], 24 de abril, 1992.

54 “Semiparalizada la actividad financiera”, El Espectador [Bogotá], 

23 de abril, 1992. 

55 López, 29 noviembre de 2009. 

56 Rafael Baldovino, entrevistado por el autor, Bogotá, 9 de abril, 2010. 

57 Cely, Telecom: el desangre, 47. 
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¿Cuál era la posición de los trabajadores organiza-
dos? La principal postura, y en la que coincidían 
las tres agremiaciones, era que la empresa no po-
día ser vendida mayoritariamente al sector priva-
do –el proyecto 033 concebía la venta del 80%. 
Sin embargo, de entrada habría que aclarar que 
las tres organizaciones de empleados no concor-
daron en todo. En la declaratoria de huelga ela-
borada por el Comité Nacional de Paro se puede 
apreciar un interesante detalle: de las tres aso-
ciaciones58 de trabajadores que tenía Telecom, 
solo Sittelecom y la att firmaron la resolución, 
lo que denota la distancia que guardó la Asocia-
ción de Profesionales de Telecom (asitel)59 ante 
el cese laboral. Para estos últimos, el mejor cami-
no para defenderse no era una huelga y, además, 
pensaban que era viable que la empresa funcio-
nara bajo la figura de economía mixta: “Esta fi-
gura tiene dos ventajas: por un lado, compromete 
a otros sectores a aportar en el desarrollo de la 
red y por otro, crea un cuerpo fiscalizador de las 
actividades de la empresa más amplio y con in-
tereses precisos”60, a diferencia del sindicato y de 
los técnicos, para quienes la empresa debía per-
manecer con capital 100% público. Como anota 
Zabulón Bonza, ingeniero de asitel:

Yo formé parte del Comité de Paro. […] En ese co-
mité inicialmente cinco íbamos en contra del paro y 
cuatro a favor. Mi teoría era que Telecom se podía 
volver una empresa de economía mixta y conseguirse 
un buen socio, pero el sindicato era del Moir61 que era 
muy radical en su posición de que todo fuera estatal. 

58 Había una cuarta agremiación: la Asociación Nacional de Pensio-

nados de Telecom (apetelecom). Su presidente Carlos Peñaran-

da consideró inapropiada la propuesta de Ley 033 hecha por el 

Gobierno: “Al desaparecer Telecom como entidad adscrita a la 

cartera de comunicaciones, quedaría Caprecom (Caja de Previ-

sión Social de Comunicaciones) reducida al punto del entredicho, 

afectando directamente a los pensionados y sus beneficiarios” En 

Revista Telecom 30 días, No: 22, (agosto de 1992): 18. 

59 La Asociación de Profesionales de Telecom (asitel) fue la organi-

zación que reunió a los profesionales de la empresa fundada en 

1965. A última hora decidió no firmar la declaratoria de paro. 

60 asitel, Comentarios al proyecto de Ley 033 de 1992, 1992, 43. 

61 La composición política del sindicato, para el momento del paro, 

estaba integrada por tres sectores: el Movimiento Obrero In-

dependiente y Revolucionario (moir), organización política de 

izquierda de tendencia maoísta fundada en 1971; el Frente In-

dependiente, movimiento disidente del moir creado en 1989; y el 

Partido Comunista de Colombia-ml, partido de izquierda fundado 

en 1965. Baldovino, abril 29 de 2010. 

Se fueron a un paro muy cruel y a partir de ahí la 
empresa nunca fue igual que antes62.

Esta posición de los profesionales hizo que a úl-
tima hora sus directivos no firmaran la decla-
ratoria de paro y, asimismo, reveló una tercera 
posición en un escenario altamente polarizado. 
Por lo tanto, la atmósfera se dividió entre ‘priva-
tizadores’ contra ‘estatizadores’, como lo afirmó 
el entonces presidente de la Comisión Sexta, se-
nador Jaime Vargas Suárez: “Los actores de este 
drama ya entonces habían tomado partido. Cada 
interlocutor nos exigía, antes de aceptar un diá-
logo, nuestra posición. El país, desde entonces, se 
dividió entre ‘privatizadores’ y ‘estatizadores’”63. 
Pero, además, asitel sentó una tercera vía de 
asumir el proceso ubicándose en medio de las 
dos irreconciliables visiones. 

Teniendo en cuenta este matiz en la postura de los 
trabajadores, podrían organizarse sus argumen-
tos, que sustentaron la premisa fundamental 
de la no privatización ni apertura, en cinco pun-
tos: la defensa de la soberanía nacional, el de-
sarrollo del sector de las telecomunicaciones por 
medios públicos teniendo en cuenta las prove-
chosas ganancias de la empresa, la propuesta de 
un camino de gestión empresarial sin necesidad 
de la privatización, la defensa sobre la carga labo-
ral y el rescate de los planes sociales. 

Para las agremiaciones de empleados, el de las te-
lecomunicaciones era un sector tan estratégico 
para el país que ceder su manejo a multinaciona-
les era un asunto de soberanía. Vender a Telecom 
era para los trabajadores como si el Estado per-
diera el control de la órbita geoestacionaria y del 
espectro electromagnético, recursos que se asu-
men como centrales para el desarrollo de un país:

Era un golpe a la propiedad del Estado, a la conserva-
ción de los bienes del Estado, a la actitud de defensa 
de lo nacional, a lo público y eso comprometía la so-
beranía nacional. No es lo mismo que una empresa 
del Estado maneje el espacio geoestacionario a que 
lo haga una empresa multinacional. Telecom era una 
empresa estratégica que tenía presencia en todo el te-
rritorio y además ocupaba mucha mano de obra. No 

62 Zabulón Bonza, entrevistado por el autor, Bogotá, noviembre 19, 

2009. 

63 Jaime Vargas Suárez, La semana de las orejas frías (Bogotá: Se-

nado de la República, 1992), 14. 
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había un punto en el país donde no se encontrara un 
logo de Telecom y allí un trabajador de Telecom. Y ese 
trabajador era todo un personaje como lo era el cura, 
el alcalde, o el boticario64.

El segundo argumento se refería al desarrollo del 
sector. ¿Por qué privatizar la empresa si hasta 
ese momento Telecom había cumplido satisfac-
toriamente con el desarrollo del sector e inclu-
so representaba una carta de salvación financiera 
para el Estado?, se cuestionaban los trabajadores. 
Hasta ese momento la empresa no había necesi-
tado ninguna partida presupuestal por parte del 
Estado, sino al revés: era conocido que al final de 
cada año –sobre todo a finales de los ochenta– el 
superávit de Telecom pasaba a otras institucio-
nes del Estado para cubrir gastos, deudas o hue-
cos fiscales, tal y como ocurrió cuando Telecom 
transfirió a Inravisión $1.640 millones en 1988, 
o cuando aportó a las Fuerzas Armadas $3.700 
millones en cumplimiento de la Ley 43 de 1987: 

Para nadie es un secreto que de un tiempo para 
acá, representativas sumas de dinero, consideradas 
inexactamente como ‘superávits’ en Telecom, han 
sido transferidas a entidades nacionales de distinto 
orden, por disposición expresa del alto Gobierno 
[…] Inicialmente las transferencias se realizaron 
indistintamente a petición del Gobierno central a 
través del conpes para atender necesidades especí-
ficas del momento, generalmente déficits fiscales; 
luego se establecieron programas de recuperación de 
institutos como inravision. Ahora las mencionadas 
transferencias tienen un respaldo consagrado por la 
Ley 38 de 198965.

Los trabajadores, que no desconocían los cambios en 
el sector, proponían la elaboración compartida de 
un plan nacional de telecomunicaciones “que vi-
sione y recomiende las políticas del sector a corto, 
mediano y largo plazo, benéficas para el país con-
jugando lo intereses del Estado”66. Al respecto, re-
cuerda Rafael Baldovino, líder de Sittelecom:

Nosotros le planteábamos al Gobierno que antes de 
privatizar a Telecom hiciéramos tres pasos: paso uno, 
hacer un estudio nacional de telecomunicaciones; 
paso dos, hacer un diagnóstico; y paso tres, hacer un 

64 Antonio Yemail del Risco, entrevistado por el autor, Bogotá, octu-

bre 13, 2009. 

65 “¿A quiénes se transfieren los “superávits” de Telecom”, Teleco-

municaciones, no. 39 (agosto de 1992): 19.

66 Declaratoria de paro, punto 11. 

plan de telecomunicaciones que nos llevara a una con-
clusión. Decidieron tomarnos del pelo y subestimaron 
nuestra capacidad de acción67.

Tercero, aunque reconocían los vicios que tenía Te-
lecom en tanto ente estatal –interferencia po-
lítica, nombramientos por cuotas burocráticas, 
traspaso de excedentes al Ministerio de Hacien-
da, irregularidades en los procesos de pensión y 
excesiva normatividad–, los empleados pensaban 
que no era necesario privatizarla para volverla 
organizacionalmente ágil. Como dijo Édgar Ca-
ñizares de asitel: 

Creemos que la salida más lógica y de mayor beneficio 
para el país y sus habitantes es la de permitir que Tele-
com sea una empresa Estatal que a través de una ley de 
gestión especial sea dotada de todas las herramientas 
necesarias para que se desenvuelva libre y ágilmente y 
sea gerenciada con criterios modernos  y autónomos 
que le permitan mantener al país a la vanguardia en 
este estratégico sector68.

La propuesta de una ley especial de gestión que le 
permitiera comportarse con el dinamismo pro-
pio de un operador privado sin dejar de ser una 
empresa pública se empezaría a ejecutar me-
ses después, cuando Telecom pasa de ser un es-
tablecimiento público adscrito al Ministerio 
de Comunicaciones a una Empresa Comercial 
e  Industrial del Estado por medio del Decreto 
2123 de diciembre de 1992. 

Por último, sobre la inversión social, los trabajadores 
pensaban que Telecom ya realizaba de antemano 
inversiones sociales duraderas y más importan-
tes que las dispersas y poco sistematizadas. Desde 
1976 la empresa había comenzado un programa 
de telefonía rural importante que en 1986 se pro-
fundizó con el diseño del Plan Nacional de Te-
lecomunicaciones Rurales (pntr)69. El Plan, que 
dividía al país en nueve regiones y que tenía como 
principales objetivos ampliar la cobertura de te-
lecomunicaciones en los sectores rurales del 36% 
al 65% y cubrir todo el territorio nacional dan-

67 Baldovino, abril 29, 2010.

68 Exposición de Cañizares de asitel ante la Comisión Sexta el 13 de 

mayo de 1992. Citado por: Vargas Suárez, La semana de las orejas, 

127.

69 J. Peña y Ó. Lizcano, “Desarrollo de las telecomunicaciones rurales 

en Colombia”, en Memorias del ix Congreso Nacional de Teleco-

municaciones (Bogotá: etb, 1992).
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do prioridad a las zonas de extrema pobreza, ha-
cía presencia por esos años en 390 municipios de 
menos de 2.000 habitantes. Los trabajadores cre-
yeron que la privatización sería el fin de la expan-
sión telefónica a las zonas rurales, simplemente 
porque no era rentable para las multinacionales.

Finalmente, sobre la carga laboral y prestacional, los 
empleados no estaban de acuerdo con los estudios 
actuariales expuestos por el Ministerio de Comu-
nicaciones que demostraban que antes de2000 los 
ingresos por ventas de servicios no iban a ser sufi-
cientes para cubrir los pagos salariales y la amor-
tización anual para pensiones. En los cálculos de 
Sittelecom, los pagos de sueldos, prestaciones y 
cesantías de sus trabajadores y pensionados no 
sobrepasarían el 23% de lo producido para 1992 
y la planta de trabajadores era bien ajustada para 
los servicios que la empresa prestaba.

El lunes 27, continuando con el paro, los presi-
dentes de la Central Unitaria de Trabajadores 
de Colombia (cut), la Confederación General 
del Trabajo (cgt) y la recién creada Confedera-
ción de Trabajadores Democráticos de Colombia 
(ctdc) se involucraron directamente en el con-
flicto haciendo una Propuesta de acuerdo para la 
solución del conflicto a las organizaciones y al Go-
bierno; esta propuesta respaldaba lo dicho por 
los senadores mediadores –Jaime Vargas, Samuel 
Moreno y Eduardo Pizano– y agregaba las pala-
bras clave que las trabajadores querían oír: la no 
enajenación de la empresa. Después de tres días de 
mediaciones, solo dos arreglos quedaron claros: 
primero, representantes de las partes establece-
rían una comisión que presentaría un pliego de 
modificaciones al proyecto de Ley 033 que serían 
incluidas en su ponencia, en la que la no enaje-
nación de la empresa y la creación de una ley de 
gestión especial para Telecom serían los cambios 
primordiales; y segundo, se instauraría una mesa 
especial encargada de analizar cada caso de des-
titución por motivo del cese laboral básicamen-
te para restablecer a los despedidos. Realmente 
estos dos aspectos fueron los únicos que apare-
cieron en el acta de acuerdo70 que suscribieron 
las partes en la Comisión Sexta del Senado el 

70 “Acta de acuerdo”, Revista Telecom 30 días, no. 21 (agosto de 

1992): 19.

martes 28 de abril a las ocho de la noche. El acta 
final fue acompañada por la esperada resolución 
de levantamiento de paro que convocaba a los 
más de 12.000 trabajadores –más del 80% de los 
empleados habían parado– que habían partici-
pado de la huelga a “reintegrarse a sus labores 
a partir de esta fecha y hora”71. 

Este paro no apareció de la nada. De hecho, si se 
mira con cautela, ya estaba avisado. Dos años 
atrás, el 14 de noviembre de 1990, hubo otro 
paro de menores proporciones pero por razones 
casi idénticas. Como asegura Jorge Lerma de la 
att, “Fue un paro de un día. Ese día se incomu-
nicó al país. Nosotros nos estábamos preparan-
do para algo duro que se daría posteriormente. 
El de 1992 fue un hito histórico, pero la prime-
ra experiencia fue en 1990”72. O, como dice Ra-
fael Baldovino, “el 14 de noviembre de 1990 fue 
apenas un ensayo”73. Esa huelga de un día había 
sido planeada por las centrales obreras como un 
gran Paro Cívico Nacional para protestar con-
tra la política privatizadora del nuevo Gobierno. 

De hecho, al ver que en su discurso de posesión el 
7 de agosto de 1900 el presidente César Gaviria 
había puesto el tema de la privatización en pri-
mer plano, los trabajadores organizados de Tele-
com comenzaron con pequeños ceses laborales 
casi de inmediato, como la Resolución 05311 del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social lo dice: 
“Empleados de la Empresa han venido efectuan-
do suspensiones escalonadas colectivas de activi-
dad laboral a nivel nacional, durante los días 17, 
24, 27, 28, 29, 30 y 31 de agosto; 3, 4, 5, 7, 11, 13, 
14, 17, 18, 19, 20, 21 y 26 de septiembre; 1, 2, 3, 4, 
10, 11, 16, 17, 18, 19, 24, 25, 26 y 31 de octubre; 
3, 7 y 8 de noviembre del año en curso”74. 

El paro y el caso Telecom

Telecom tiene fecha de fundación y de liquidación: 
23 de mayo de 1947 y 12 de junio de 2003 res-
pectivamente. Este largo periodo podría ser divi-
dido en tres fases: la primera, que empieza con la 

71 Resolución de levantamiento del paro firmado por Sittelecom y la 

att en abril de 1992.

72 Lerma, septiembre 17, 2009. 

73 Baldovino, abril 29, 2010.

74 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Resolución 05311 de 1990. 

Por la cual se decide una solicitud de declaratoria de ilegalidad. 
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nacionalización de las telecomunicaciones en los 
cuarenta y se extiende hasta finales de los ochenta, 
Telecom es un establecimiento público adscrito al 
Ministerio de Comunicaciones que maneja el mo-
nopolio en varios servicios de telecomunicaciones. 
En la segunda, que va desde finales del Gobierno 
de Virgilio Barco hasta la liquidación de la empre-
sa en 2003, Telecom sufre el resquebrajamiento de 
ese monopolio, se convierte en Empresa Industrial 
y Comercial del Estado, y se comienza a presentar 
la apertura del sector de las telecomunicaciones. 
Y la tercera, el periodo después de la liquidación 
en el que se crea la nueva empresa Colombia Te-
lecomunicaciones, y luego, en 2006, se fusiona con 
la multinacional española Telefónica. 

Este artículo pretendió construir lo que P. Bou-
rdieu75 llama un caso particular de lo posible76, es 
decir, enfocar la mirada en un ‘trozo de realidad’ 
–el paro de 1992 y el caso Telecom– para lue-
go contextualizarlo en el campo social del que 
ha sido extraído. Se descubre así en su peculiari-
dad, y tras un razonamiento analógico y homoló-
gico, las propiedades invariantes y generalizables 
que oculta bajo el disfraz de singularidad. Así, 
este complejo caso de tres etapas, que compren-
de más de 60 años de historia, es ejemplar en 
mostrar los cambios propios de los años noven-
ta sobre todo en las formas de Estado. En este 
artículo me centré únicamente en el paso de la 
primera a la segunda fase; es decir, me remonté 
a finales de los años ochenta y principios de los 
noventa para ver el intento de privatización de la 
empresa, el inicio de la apertura del sector de las 
telecomunicaciones y la manera como los traba-
jadores organizados resistieron. 

Dentro de este caso, el paro de 1992 escenifica a 
la perfección el momento de cambio y resisten-
cia por el que estaba pasando Telecom y sus em-
pleados a principio de los noventa, momento que 
parte la historia de la empresa en dos. Para los 

75 Pierre Bourdieu, “La práctica de la sociología reflexiva (Semina-

rio de París)”, en Una invitación a la sociología reflexiva, eds. Loïc 

Wacquant y Pierre Bourdieu (Buenos Aires: Siglo xxi Editores, 

2005). 

76 Bourdieu toma este concepto del filósofo francés Gastón Bache-

lard. El caso particular de lo posible, ese fragmento de un campo 

social que el investigador construye relacionalmente descubrien-

do en él las invariantes susceptibles de generalización. 

trabajadores de Telecom el paro de 1992, entre las 
muchas movilizaciones77, entre los muchos recuer-
dos y vivencias, es algo que difícilmente olvidarán. 
El paro de abril de 1992 es una escena perfec-
ta porque mezcla los ingredientes de transforma-
ción y combate del periodo que estaba viniéndose 
encima. Es un momento en el que transformacio-
nes estructurales miran directamente a la cara de 
los trabajadores, que deciden resistir.
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